CAPITULO II:

POLITICA, LEGISLACION E INSTITUCIONALIDAD AMBIENTAL

El importante desarrollo económico que ha experimentado el país, basado esencialmente en sus recursos naturales renovables y no renovables, ha impuesto una  fuerte presión sobre el medio ambiente; lo cual se ha desarrollado en un contexto de ausencia de normativa ambiental efectiva, comprometiendo así la capacidad de renovación  y preservación de dichos recursos y la calidad del agua, aire y suelo.

Lo anterior ha significado la acumulación de un pasivo ambiental cuyas principales expresiones, respecto del recurso hídrico son :

· Problemas asociados a los requerimientos hídricos para fines ambientales.

· Contaminación de las aguas, en que los principales problemas que es necesario resolver son: la contaminación por descargas de aguas servidas domésticas, por efluentes mineros y residuos industriales líquidos (Riles), y la contaminación agrícola y difusa de las aguas subterráneas.

Un paso sustantivo en el diseño e implementación de la Política Ambiental chilena fue dotar al país de una nueva legislación e institucionalidad ambiental; promulgándose en marzo de 1994, la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente. Esta ley se hace cargo de la temática ambiental desde una perspectiva integral, sentando las bases para una gestión ambiental eficiente y fijando criterios institucionales y regulatorios que comprometen las acciones del estado, del sector privado y de la ciudadanía.

La ley crea la Comisión Nacional de Medio Ambiente (CONAMA) sin derogar las competencias de los ministerios y servicios públicos, correspondiendo a una institucionalidad transversal, de carácter coordinador, en un marco de descentralización territorial y de simplicidad administrativa.

Este sistema de gestión ambiental está compuesto por todos los ministerios, organismos sectoriales de la administración central y los organismos descentralizados a los que el conjunto de leyes vigentes asigna responsabilidades y potestades ambientales. El eje coordinador de este sistema es CONAMA, en interrelación directa con otros organismos del estado, los sectores productivos y la ciudadanía, a través de los instrumentos ambientales creados por la Ley de Bases.

Este sistema de gestión ambiental contempla la participación de la comunidad en la elaboración de normas de calidad ambiental, planes de descontaminación y en el SEIA.

Por otro lado, Chile ha concurrido a la firma y ratificación de numerosos acuerdos internacionales, tales como RAMSAR, CITES, Convenio de Basilea, Convención de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático, Convención sobre Diversidad Biológica, Agenda 21, etc.

Asimismo, la integración comercial con otras naciones contempla tratados que incorporan la temática ambiental (Tratado de Libre Comercio con Canadá, Acuerdo Marco con la Unión Europea y asociación a la APEC).

2.1 POLÍTICA AMBIENTAL.

2.1.1 PRINCIPIOS Y OBJETIVOS:

La política ambiental del gobierno establece que el desarrollo sustentable es función del crecimiento económico, la sustentabilidad ambiental y la equidad. El principio detrás de la sustentabilidad es el proceso de gestión integrada de cuencas para lograr el aprovechamiento de los recursos de la hoya (crecimiento económico) y su manejo, con el fin de preservarlos y protegerlos (sustentabilidad ambiental). La Equidad se logrará en la medida que los sistemas de gestión sean participativos y democráticos.

Los Objetivos que orientan la acción del sistema de gestión ambiental corresponden a los siguientes:

· Recuperar y mejorar la calidad ambiental.

· Prevenir el deterioro ambiental.

· Fomentar la protección del patrimonio ambiental y el uso sustentable de los recursos naturales.

· Introducir consideraciones ambientales en el sector productivo.

· Involucrar a la ciudadanía en la gestión ambiental.

· Fortalecer la institucionalidad ambiental a nivel nacional y regional

· Perfeccionar la legislación ambiental y desarrollar nuevos instrumentos de gestión.

2.1.2 POLÍTICA NACIONAL DE AGUAS:

Los principios y objetivos de la política nacional de aguas, la cual recoge y hace suyos los principios y objetivos fundamentales de la política ambiental son:

2.1.2.1 Principios:

· El agua está definida legalmente como un bien nacional de uso público, considerando que resulta esencial para la vida de sus habitantes, para el desarrollo económico - social de la nación y el medio ambiente. Como tal corresponde al Estado asumir una tutela especial sobre las mismas, a través de las normas regulatorias que garanticen que el aprovechamiento de este recurso se efectúe en beneficio del desarrollo nacional y de la sociedad en su conjunto.

· El aprovechamiento del recurso debe realizarse de forma sustentable y asegurando la protección del medio ambiente asociado. 

· El agua es un bien económico y como tal el sistema jurídico y económico que regula su uso debe propender a que sea  utilizado eficientemente por los particulares y la sociedad. De acuerdo a lo anterior, son aplicables a los recursos hídricos los principios de la economía de mercado, con las adaptaciones y correcciones que exigen las particularidades de los procesos hidrológicos.

Asimismo, la actuación del Estado en esta materia debe estar regida por el principio de subsidariedad, debiendo dar apoyo a los sectores más débiles de la sociedad en la satisfacción de sus necesidades básicas.

· Se debe propender a la participación de los usuarios, de las organizaciones sociales y del ciudadano común en la gestión del recurso hídrico, reflejando de ese modo el carácter de bien social, económico, ambiental y cultural del agua; y contribuyendo con ello al proceso de  profundización democrática en la sociedad. 

· Los recursos hídricos, como parte del ciclo hidrológico, tienen un comportamiento complejo, con abundantes interacciones espaciales y temporales a nivel de la cuenca, entre sí y con los otros elementos del medio ambiente. La política de aguas debe reconocer esta complejidad y especificidad de los procesos hidrológicos, para lo cual sus proposiciones deben estar sólidamente basadas en el conocimiento científico-técnico de los mismos.

2.2.2.2 Objetivos:

· Asegurar, en lo relativo a la disponibilidad del agua, el abastecimiento de las necesidades básicas de la población.

· Alcanzar una elevada eficiencia de uso en los distintos aprovechamientos sectoriales en un marco de factibilidad económica, considerando su condición de bien escaso en gran parte del territorio, fundamental para la vida y el desarrollo del país. 

· Lograr la localización del recurso hídrico en aquellas demandas que presentan el mayor beneficio económico, social y medio ambiental para el país.

· Maximizar el aporte de los recursos hídricos al crecimiento del país, a través del desarrollo de las fuentes no utilizadas existentes y del reuso.

· Disminuir el impacto de la variabilidad hidrológica en la actividad del país.

· Recuperar el pasivo ambiental existente, en relación con el recurso hídrico y asegurar su desarrollo, sin que ello signifique un deterioro para el medio.

· Minimizar los niveles de conflicto relacionados con el agua y contribuir de ese modo a la paz social.

Finalmente,  y en relación a la política nacional, es importante señalar que el PMRH junto con incorporar en su marco de acción los lineamientos de la política ambiental de gobierno, y los principios y fundamentos de la política nacional de aguas, marcará una acción decidida tanto en el uso mas eficiente del agua, como a solucionar y mitigar los problemas ambientales de conservación de la diversidad biológica y a resolver las limitaciones que actualmente afectan la gestión de los recursos hídricos. Como se trata de un programa con cofinanciamiento del Banco Mundial, el PMRH también considerará los criterios de política ambiental que establece la normativa de esta institución al respecto.

2.2 LEGISLACIÓN AMBIENTAL DEL RECURSO HÍDRICO

En este punto se entrega una visión orgánica, resumida, del conjunto de normas legales aplicables en la actualidad, considerando la duración del PMRH y los cambios a corto plazo en esta materia como la modificación del Código de Aguas, la próxima dictación de normas ambientales, la modificación del Reglamento del SEIA, el proyecto de armonización legal, etc.

Se describen los ámbitos de acción, los instrumentos aplicados y las instituciones involucradas, sistematizando la presentación desde la perspectiva de cuatro ámbitos diferentes como son las normas relativas a la calidad del recurso, a la cantidad,  al impacto de proyectos específicos y a la biodiversidad. Asimismo, se presenta un análisis respecto de cómo se ha aplicado este marco jurídico, señalando los avances y limitaciones.

2.2.1 NORMAS RELATIVAS AL IMPACTO DE PROYECTOS ESPECÍFICOS 

Al respecto cabe señalar que el principal instrumento que aborda este aspecto lo constituye el SEIA, sin perjuicio de esto se mencionan otras normas de menor importancia pero que dicen relación con este tópico.

2.2.1.1 Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental

Dentro de los objetivos específicos de la Política Ambiental que se ha impulsado, se encuentra la prevención del deterioro ambiental. Es decir, se procura incentivar y cautelar la adopción de prácticas compatibles con la sustentabilidad ambiental en los procesos productivos y las actividades humanas. El SEIA es uno de los principales instrumentos de gestión para introducir la dimensión ambiental en el diseño y ejecución de proyectos o actividades que se realicen en el país. Se trata de asegurar que los proyectos del sector público y del sector privado sean sustentables desde el punto de vista ambiental.  Este sistema se constituye en una “ventanilla única” administrado por CONAMA para el otorgamiento de los permisos ambientales sectoriales.

a) Procedimiento general del SEIA

· La Ley de Bases y el reglamento del SEIA establecen un listado de proyectos (dentro de los cuales están las obras hidráulicas mayores, proyectos de desarrollo minero, instrumentos de ordenamiento territorial, agroindustrias, aplicación masiva de productos agroquímicos y cualquier actividad que se desarrolle en áreas silvestres protegidas) que deben ingresar al sistema para su evaluación, a través de dos tipos de informes: Declaración de Impacto Ambiental (DIA) o Estudio de Impacto Ambiental (EIA).

· La DIA posee la forma de una declaración jurada, la cual expresa que el proyecto cumple con la legislación ambiental vigente, acompañando todos los antecedentes que permitan evaluar si su impacto ambiental se ajusta a dichas normas.

· Por su parte el EIA corresponde a un estudio que debe incluir, entre otros aspectos, una descripción de la línea base del área de influencia; una predicción y evaluación de los impactos ambientales del proyecto (incluidas situaciones de riesgo); un plan de medidas de mitigación, reparación, compensación
, prevención de riesgos y control de accidentes; y un plan de seguimiento.

· En el reglamento se detallan una serie de criterios para discernir respecto de la pertinencia de efectuar una declaración o un estudio, los cuales pueden ser resumidos en :

· Riesgo para la salud de la población debido a la cantidad y calidad de efluentes, emisiones o residuos.

· Efectos adversos significativos sobre la cantidad y calidad de los recursos renovables, incluidos el suelo, agua y aire.

· Reasentamiento de comunidades humanas
, o alteración significativa de los sistemas de vida y costumbres de grupos humanos
.

· Localización próxima a poblaciones, recursos y áreas protegidas susceptibles de ser afectadas, así como el valor ambiental del territorio en que se pretende emplazar.

· Alteración significativa en términos de magnitud o duración del valor paisajístico o turístico de una zona.

· Alteración de monumentos, sitios con valor antropológicos, arqueológico, históricos y, en general, los pertenecientes al patrimonio cultural.

· Asimismo se establece el procedimiento administrativo del sistema, definiendo competencias y plazos requeridos  para las diferentes etapas del proceso, el cual finaliza con una resolución calificatoria ambiental. 

· Se listan todos los permisos ambientales sectoriales que se entregan a través del sistema de evaluación.

· También se regula la participación de la comunidad en el procedimiento de evaluación,  dejando dicha participación circunscrita sólo para el caso de los EIAs.

· Asimismo, se establece la posibilidad de obtener una autorización provisoria para iniciar el proyecto antes de que finalice el proceso de evaluación de impacto ambiental, previa presentación de una póliza de seguro que cubra el riesgo por daños al medio ambiente.

b)  Funcionamiento del SEIA

Una descripción detallada del funcionamiento del sistema que se inició en el año 1997, se encuentra desarrollada en el Anexo F, y un diagrama con su funcionamiento se indica en la Figura Nº 2.

FIGURA Nº 2:

DIAGRAMA PROCEDIMIENTO DE PROYECTOS AL SEIA
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El Cuadro Nº 1 muestra que el número de proyectos de inversión ingresados a CONAMA se ha triplicado en los primeros cuatro años.

CUADRO Nº 1

PROYECTOS INGRESADOS AL S.E.I.A. PERÍODO 1997-1999

AÑO
PROYECTOS INGRESADOS
INVERSIÓN TOTAL PROPUESTA (MMUS$)


EIA
DIA
TOTAL


1997
74
232
306
12 900

1998
58
741
799
7 400

1999
47
790
837
5 900

2000
62
845
907
5 434

d) Evaluación del funcionamiento del SEIA

El SEIA es uno de los  instrumentos preventivos de gran importancia que ha significado un avance significativo en la protección del recurso hídrico y otros, previniendo, mitigando, restaurando y compensando los impactos provocados por los proyectos y actividades más relevantes.

Desde la entrada en vigencia del SEIA en abril de 1997, se ha logrado acumular una significativa experiencia en la administración y funcionamiento de este instrumento.  Esta situación ha brindado la oportunidad de identificar ciertos elementos que dificultan el cabal cumplimiento de los objetivos fundamentales del SEIA. Dichas limitaciones y problemas pueden ser resumido como :

· No existen sanciones por no ingresar al SEIA.

· Se requiere una mayor precisión respecto de los proyectos que deben ingresar al sistema, y respecto de los criterios que permiten discernir la pertinencia de realizar un estudio o una declaración.

· Necesita afianzarse más la “ventanilla única”, ya que en la actualidad el número de permisos ambientales sectoriales que se entregan a través del sistema no representa el total de aprobaciones, como se requeriría para constituirse efectivamente en el único canal que otorga permisos ambientales.

· La participación ciudadana es insuficiente debido a que se encuentra muy restringida por la ley; falta de información; falta la promoción de los derechos ciudadanos a conocer, opinar influir y reclamar; como también a que las instancias de solución de conflictos no son suficientes.

· En general, la capacidad técnica y de gestión de CONAMA y los servicios competentes no es la óptima.

· Falta de una mayor descentralización del sistema producto de la insuficiente capacidad técnica y recursos regionales a nivel de CONAMA y de los servicios.

· Carencia de una evaluación ambiental estratégica para planes, programas y políticas, como un instrumento complementario y superior al SEIA, para incorporar explícitamente la dimensión ambiental en el quehacer sectorial.

· Falta de mecanismos que regulen la calidad y responsabilidad de los consultores que preparan los estudios y DIA.

Lo anterior motivó a CONAMA a preparar una propuesta de modificación al Reglamento del SEIA, con el objetivo principal de hacer más operable, expedito y eficaz el texto de la Ley Nº 19.300 respecto de los procesos de EIA; a través de la aclaración, precisión y definición de algunos aspectos específicos.

Durante 1999 se concluyó el período de consulta pública de la propuesta y se redactó el texto final, el que fue aprobado en agosto por el Consejo Directivo de CONAMA.  Actualmente, dicho texto se encuentra en trámites previos para su envío y toma de razón en la Contraloría General de la República.

La modificación al Reglamento del SEIA, en síntesis, establecerá lo siguiente:

· Se dan algunas definiciones para aclarar la pertinencia de ingresar o no al sistema (Área Protegida, Ejecución de Proyecto o Actividad).

· Se da mayor claridad a la pertinencia de presentar un EIA o una DIA (se definen mejor los criterios a considerar).

· Se pretende simplificar los procedimientos seguidos en la EIA (se especifican algunos de los contenidos que debe tener una DIA o un EIA, se simplifica el contenido de los informes consolidados, etc.).

· Se acortan los plazos en la evaluación de los DIA (de 20 a 15 días) y EIA (de 40 a 30 días) y sus Addenda (15 y 10 días respectivamente) por parte de los Servicios competentes.

· Se busca mejorar el sistema de “ventanilla única” excluyendo algunos Permisos Ambientales Sectoriales (PAS) e incorporando otros (por ejemplo: Aspectos Ambientales Art. 294 del Código de Aguas). Además, se intentó identificar los contenidos de los PAS que deben tramitarse a través del SEIA.

· Se da claridad respecto de la forma (contenidos y procedimientos) de obtener una autorización provisoria para iniciar anticipadamente un proyecto o actividad en evaluación en el SEIA.

Comentarios:

Si bien las modificaciones legales constituyen un avance para el funcionamiento y eficiencia del sistema, se requiere de una serie de capacidades institucionales y privadas de gestión (internalización del tema ambiental, mejorar la capacidad técnica, aumentar la asignación de recursos, mejorar la coordinación de los servicios, etc.), acorde con los objetivos que la Ley de Bases del Medio Ambiente persigue.

2.2.1.2 Aprobación de Obras Hidráulicas Mayores (Art. 294 y siguientes del Código de Aguas)

La autorización para la construcción de las obras hidráulicas mayores (tales como embalses, acueductos, sifones y canoas de cierta envergadura) se encuentra establecida en el artículo 294 y siguientes del Código de Aguas.

Dicha autorización la entrega la Dirección General de Aguas (DGA), una vez aprobado el proyecto definitivo y siempre que se haya comprobado que la obra no afectará la seguridad de terceros ni producirá la contaminación de las aguas.

Desde el punto de vista ambiental, la evaluación se realiza en el SEIA (ya que estas obras hidráulicas se encuentran listadas en la Ley Nº 19.300) y luego, cuando se tramita ante la DGA el permiso en cuestión, este servicio sólo verifica que los compromisos ambientales adquiridos en el sistema se cumplen en el proyecto definitivo. En estricto rigor esta autorización, en lo que se refiere a sus aspectos ambientales, debería ser uno de los permisos ambientales sectoriales de los que se encuentran listados en el reglamento del SEIA, lo anterior estará subsanado cuando se modifique el reglamento.

Cabe hacer notar que las obras hidráulicas construidas por los servicios dependientes del MOP se encuentran exceptuados de cumplir con los trámites y requisitos a que se refiere la autorización de la DGA, sin perjuicio de que sea obligatorio que ingresen al SEIA.

2.2.2
NORMAS RELATIVAS A LA CALIDAD DEL RECURSO HÍDRICO 

El universo de normas jurídicas relativas a la calidad del recurso está compuesto por un sinnúmero de textos jurídicos que van desde convenios internacionales y leyes, hasta decretos supremos, resoluciones, normas chilenas oficiales y otras. Entre estos, el Proyecto de Norma de Emisión para la regulación de contaminantes asociados a las descargas de residuos líquidos en aguas superficiales (DS Nº 22/99 del Ministerio Secretaría General de la Presidencia), y el Anteproyecto de Norma de Calidad para la Protección de las Aguas Continentales Superficiales (Resolución Nº 875 del 23 de julio de 1999 de la CONAMA), actualmente se encuentran en proceso de Toma de Razón en la Contraloría General de la República.

Esta sobreabundancia, diversidad en el origen y acumulación en el tiempo de la normativa, ha derivado en una evidente falta de sistematización del tema, cuestión que sin embargo no ha perjudicado en general, la coherencia de sus contenidos.

A continuación se describen las principales normas jurídicas:
2.2.2.1 Normas Ambientales

La Ley de Bases define la contaminación en relación a la vigencia de normas primarias y secundarias de calidad ambiental y análogamente al “medio ambiente libre de contaminación” a aquel en el que los contaminantes se encuentren en concentraciones y períodos inferiores a aquellos susceptibles de constituir riesgo a la salud de las personas, a la calidad de vida de la población, a la preservación de la naturaleza o a la conservación del patrimonio ambiental.

Establece por lo tanto, que los objetivos de calidad son los definidos por las normas primarias de calidad ambiental, que protegen tanto la salud de las personas, como su bienestar o calidad de vida; y por otra parte, las normas secundarias de calidad ambiental, cuyos objetivos son la protección y la conservación del medio ambiente, o la preservación de la naturaleza. 

Otro tipo de norma ambiental establecido por la Ley de Bases es la de emisión, que “establece la cantidad máxima permitida para un contaminante medida en el efluente de la fuente emisora”.

Respecto del recurso hídrico la situación normativa es la que se detalla en el Cuadro Nº 2:

Cuadro Nº 2

SITUACIÓN NORMATIVA

Norma priorizada
Año Programa Priorizado de Normas
Fecha de inicio procedimiento
Estado actual del procedimiento
Observaciones



Norma de emisión para la regulación de contaminantes asociados a las descargas de residuos industriales líquidos a sistemas de alcantarillado


1996
16.09.96
DS Nº 609/98 (Ministerios de Obras Públicas; Salud y Secretaría General de la Presidencia). Norma publicada en el Diario Oficial el 20 de julio 1998


Norma de emisión relativa a descargas de residuos líquidos a aguas superficiales.


1996
25.09.96.
Decreto devuelto por Contraloría. En reformulación.
Contraloría objetó que se establecieran excepciones en las emisiones

Norma de calidad para la protección de las aguas continentales superficiales


1997
22.10.98
Proceso de consulta pública


Norma de emisión para la regulación de contaminantes asociados a las descargas de residuos industriales líquidos a sistemas de alcantarillado


1999
02.05.99
Proyecto definitivo aprobado por el Consejo Directivo. El Decreto correspondiente se encuentra para la firma de los Sres. Ministros.
Revisión de la norma contenida en el DS Nº 609/98 del MOP

Norma de emisión a aguas subterráneas


1999
06.00
Proceso de elaboración de anteproyecto
Norma aquellas descargas que por infiltración pueden afectar las aguas subterráneas.


Como es posible observar en el Cuadro Nº 2, la única norma dictada a la fecha es la de Emisión de Residuos Líquidos Industriales (Riles) al Alcantarillado, la que está siendo modificada actualmente y de la cual no se refiere en este documento, por corresponder más bien a una norma que regula la relación existente entre las empresas que descargan Riles y las empresas sanitarias que los reciben, y no una norma ambiental propiamente tal.

En cuanto a la Norma de Emisión Relativa a Descargas de Residuos Líquidos a Aguas Superficiales aún no se ha dictado, por cuanto la Contraloría le objetó algunos aspectos legales; sin embargo su estructura no sufrirá modificaciones, esperándose su entrada en vigencia para el presente año. En esta norma se establecen las concentraciones máximas permisibles para las descargas de Riles y aguas servidas domésticas a aguas superficiales terrestres y marinas (para efectos de este documento sólo nos referiremos a las primeras), de acuerdo a la capacidad de dilución del cuerpo receptor y a su calidad natural.

La fiscalización de la norma es función de la Superintendencia de Servicios Sanitarios (SISS) y el establecimiento de la capacidad de dilución del cuerpo receptor lo determina la DGA.

Respecto de la Norma de Calidad para la Protección de las Aguas Continentales Superficiales, ésta se encuentra en etapa de consulta pública del anteproyecto, esperándose su entrada en vigencia para el presente año. La implementación de esta norma requiere que, una vez dictada la norma por la DGA, en conjunto con CONAMA, deberá clasificar los cursos y cuerpos de agua tomando en consideración la calidad actual y natural, las fuentes de contaminación actual y potencial, los usos extractivos e in situ actuales y futuros, condiciones hidrológicas, etc.

Esta clasificación deberá ser propuesta a una instancia regional (Consejo Regional –CORE- o COREMA) para su ratificación de acuerdo a las políticas de desarrollo regional  respectivas.

La fiscalización de la norma secundaria le corresponde a la DGA, y la primaria a los Servicios de Salud.

En cuanto a las normas concernientes al recurso subterráneo, la única que está en proceso de dictación es la Norma de Emisión a Aguas Subterráneas.

Comentarios:

Se puede constatar el lento avance en materia de normativas para el recurso hídrico, considerando que el reglamento para la dictación de normas ambientales fue promulgado en octubre de 1995.

Se comenzó con la formulación de la norma de emisión a cuerpos superficiales, antes que normar la calidad de éstos, lo cual presenta importantes inconvenientes dado que las emisiones deben ser reguladas de acuerdo a los objetivos de calidad en los cuerpos receptores; generando dificultades para establecer los niveles de tratamiento requeridos.

El no contar aún con normas de calidad ha significado la imposibilidad de declarar Zonas Saturadas y de Latencia, con lo cual no se ha podido establecer Planes de Descontaminación ni Planes de Prevención. También ha traído consigo limitaciones para el SEIA ya que éste ha debido utilizar normas extranjeras como referencia para la calidad del recurso.
2.2.2.2 Planes de descontaminación y de prevención

La Ley de Bases fija también como instrumento de regulación de la calidad ambiental, los planes de descontaminación y los planes de prevención. Éstos se aplican en áreas geográficas determinadas, en donde se ha constatado una situación de deterioro ambiental, es decir, se ha sobrepasado la norma  (declaración de Zona Saturada) o en aquellas donde se está por sobre pasar la norma respectiva (declaración de Zona de Latencia).

Estos instrumentos de regulación fijan metas de congelamiento de emisiones, en el caso de los planes de prevención; y de reducción de emisiones, en el caso de los planes de descontaminación. Además permiten establecer otros tipos de medidas, que tiendan al objetivo de recuperar o preservar la calidad del medio impactado, tales como normas tecnológicas o de producto, y los instrumentos económicos correspondientes (permisos de emisión transables, tarifas, impuestos, etc.).

Comentarios:

Tal como se ha señalado, estos planes, que se constituyen en herramientas fundamentales para la recuperación y protección de la calidad de las aguas, no han podido ser formulados debido a la inexistencia de normas de calidad.

2.2.2.3 Otras normas de calidad vigentes

Existen aún vigente normas concernientes al recurso hídrico que fueron formuladas con anterioridad a la dictación de la Ley de Bases, algunas de las cuales quedarán derogadas una vez que se dicten las normas ambientales correspondientes.

Norma de Requisitos de calidad del agua para diferentes usos (NCh Nº 1333 de 1978, modificada en 1987): Esta norma se refiere a los requerimientos físicos, químicos y bacteriológicos que deben cumplir las aguas para uso en riego, estética, recreación y vida acuática. En la práctica la única sección utilizada hoy es la referente a los requisitos para riego.

Norma de requisitos del agua para consumo humano (NCh Nº 409 de 1984) : Si bien esta norma regula la calidad del agua para consumo humano luego de su potabilización, se ha utilizado tradicionalmente como instrumento de calidad de fuente de agua potable. Al igual que la anterior, ésta regula los requerimientos físicos, químicos y bacteriológicos que debe cumplir el agua potable.

Norma Técnica provisoria de la SISS relativa a Descargas de Residuos Industriales Líquidos (1992) : Aún cuando esta norma regula la calidad de los vertidos industriales a cursos o masas de aguas superficiales y subterráneas, como también a sistemas de recolección de aguas servidas; sólo está vigente en lo relativo a las descargas a cursos superficiales y subterráneos.

2.2.2.4 Código de Aguas

Junto con la norma en relación a la contaminación de las aguas, hay dos artículos específicos:  Artículo 92, que dispone la prohibición de botar a los canales sustancias, basuras, desperdicios y otros objetos similares, que alteren la calidad de las aguas; al regular el derecho de aprovechamiento de aguas no consuntivo; y Artículo 14, que establece que la extracción o restitución de las aguas se hará siempre en la forma que no perjudique los derechos de terceros constituidos sobre las mismas aguas, en cuanto a su cantidad, calidad, sustancia, oportunidad de uso y demás particularidades.

2.2.3
NORMAS RELATIVAS A LA CONSERVACIÓN DEL RECURSO HÍDRICO 

Resulta evidente al analizar la normativa existente en Chile en relación a este recurso que el aspecto fundamental abordado en ella es exclusivamente el del control de la contaminación. En efecto, la normativa está orientada esencialmente a regular ya sea el control de la contaminación o el mejor aprovechamiento del recurso como ocurre con el Código de Aguas y no a la conservación de él. Aunque existen excepciones tales como la Ley 19.300 y la Ley del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas por el Estado (SNASPE), concerniente a áreas protegidas y biodiversidad biológica, que abordan ciertos aspectos del tema de la conservación de las aguas.

Sin embargo, en los últimos años se han materializado diversas iniciativas de carácter legal (modificación del Código de Aguas) o administrativas que ponen de manifiesto la necesidad de incorporar consideraciones relativas a la conservación del recurso, de modo que la existencia de una demanda ambiental, que limita la disponibilidad de recursos hídricos para atender las nuevas demandas de los sectores productivos,  es una realidad indiscutible .


2.2.3.1 Respecto de las Aguas Superficiales

El Código de Aguas corresponde al cuerpo normativo que regula el aprovechamiento del recurso hídrico superficial y subterráneo. La asignación se realiza de acuerdo a los siguientes principios: 

· Las aguas son bienes nacionales de uso público, esto es cuyo dominio pertenece a la nación toda y su uso corresponde a todos los habitantes de ésta. Sin embargo, se concede a los particulares el derecho de aprovechamiento sobre las mismas. En la legislación chilena dicho derecho es un bien jurídico definido como un derecho real, cuyo titular puede usar, gozar y disponer de él, como cualquier otro bien susceptible de apropiación privada y tiene una protección jurídica similar.

- 
En el mercado de los derechos de aguas se distinguen dos tipos de transacciones: (i) aquellas de tipo formal en las cuales el cambio de titular de los derechos de aprovechamiento queda registrado en los conservadores de bienes raíces; y (ii) aquellas informales, habitualmente entre usuarios de un mismo canal, que involucran el establecimiento de acuerdos privados como arriendos o préstamos temporales de agua, pero no su venta.
· Además, el derecho de aprovechamiento es un bien principal y ya no accesorio a la tierra o industria para los cuales hubiera estado destinada, de modo que se puede transferir libremente.

· No existen prioridades entre los diversos usos para el otorgamiento de nuevos derechos, de modo que, existiendo disponibilidad de agua y no afectando a terceros, la autoridad asigna los derechos a quien los solicita sin ningún otro  tipo de consideración, y si hubiera más de un interesado procede a su remate.

· Asimismo, la legislación vigente contempla el reconocimiento de los derechos de aprovechamiento ancestrales de las etnias y comunidades indígenas, de forma tal que puedan gestionar su regularización ante los tribunales de justicia. 

Como puede verse, las consideraciones ambientales respecto de la conservación del recurso no se encuentran explicitadas en este código. Es por esto que, aun cuando la asignación del recurso hídrico siempre se ha efectuado considerando su renovabilidad en el pasado, la sustentabilidad del medio ambiente asociado a este recurso no se ha abordado cabalmente, lo que ha provocado deterioros en la biodiversidad, en el valor escénico y turístico, asociados a algunos cuerpos y cursos de agua.

Sin embargo, en los últimos años se ha introducido el concepto de demanda ambiental hídrica en la determinación de la disponibilidad del recurso. Es así como en lo que respecta al establecimiento de caudales mínimos ecológicos a respetar por los titulares de derechos de aprovechamiento, esta exigencia se impone invariablemente desde hace más de 5 años, en toda constitución de derechos (dicha condición se establece también en el marco del SEIA).
Para garantizar la asignación eficiente del recurso hídrico, debido a las deficiencias especialmente ambientales, es que desde el punto de vista económico, ambiental y social, considerando la sociedad en su conjunto y sus intereses de mediano y largo plazo, se presentan carencias y problemas en el marco regulatorio que es imprescindible corregir.

Con el propósito de superar éstas y otras múltiples limitaciones, se considera fundamental la aprobación de las proposiciones de modificación al Código de Aguas pendientes ante el Congreso Nacional. Dicha modificación pretende principalmente corregir la forma de asignación original de los derechos de aprovechamiento, las distorsiones  que el sistema actual ha producido y definir un procedimiento para abordar los requerimientos ambientales.

En materia ambiental, la proposición de modificación al Código de Aguas, establece obligación de reserva de caudales mínimos ecológicos en la constitución de nuevos derechos. Para ello, prácticamente reproduce los Artículos 41 y 42 de la Ley Nº 19.300, complementándolos en el sentido de precisar en el caso del agua cuál es el organismo encargado por ley de regular el uso de un recurso natural (DGA) y la instancia de su aplicación (constitución de nuevos derechos de aprovechamiento).

Ley Nº 19.300, Artículos 41 y 42

Esta Ley en su Artículo 41 establece que “ el uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables se efectuará asegurando su capacidad de regeneración y la diversidad biológica asociada a ellos, en especial de aquellas especies en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas.” 

Luego, el Artículo 42 señala en sus dos primeros incisos que “ el organismo público encargado por ley de regular el uso y aprovechamiento de los recursos naturales en un área determinada, exigirá de acuerdo con la normativa vigente, la presentación y cumplimiento de planes de manejo de los mismos, a fin de asegurar su conservación. 

Estos incluirán, entre otras, las siguientes consideraciones ambientales:

a)
Mantención de caudales de agua y conservación de suelos;

b)
Manutención del valor paisajístico, y

c)
Protección de especies en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas.”

En lo que respecta al recurso hídrico, es la DGA el organismo público encargado de regular su uso y aprovechamiento. Si bien legalmente se encuentra así establecido, la modificación del Código de Aguas viene a explicitarlo.

Otros instrumentos legales relacionados con la calidad del agua se indican a continuación:

DFL Nº 725/67 que compete a las Municipalidades y a los Servicios de Salud, y dice relación en el Artículo 11, letra F) : “...Entrega a Municipios responsabilidad de limpiar de basuras canales y acequias...”

D.L. Nº 3557/81 que faculta al Servicio Agrícola y Ganadero –SAG- del Ministerio de Agricultura a fijar “...Normas sobre protección de aguas en pro de la agricultura  y la salud de los habitantes...”

2.2.3.2 Respecto de las Aguas Subterráneas

Esta materia, al igual que las aguas superficiales, se encuentra regulada por el Código de Aguas y además por la Resolución Nº186/96, que dispone normas de exploración y explotación de aguas subterráneas. Estos textos jurídicos establecen diversas figuras (áreas de protección; reducción temporal de ejercicio del derecho de aprovechamiento; áreas de restricción; zonas de prohibición; facultades ambientales) destinadas a proteger el derecho de aprovechamiento de aguas subterráneas, a fin de, entre otros, preservar la conservación del entorno ecológico de los acuíferos. Las disposiciones relevantes en ese aspecto son las siguientes:


El Código de Aguas dispone en relación a los aspectos ambientales de las actividades de exploración y explotación de aguas subterráneas, lo siguiente: en su Artículo 58, inciso 3º:” que no podrán efectuar exploraciones en terrenos públicos o privados de zonas que alimenten áreas de vega y de los llamados bofedales en las Regiones de Tarapacá y de Antofagasta, sino con autorización fundada de la DGA, la que previamente deberá identificar y delimitar dichas zonas.“

Por su parte, el Artículo 63 señala que la DGA “podrá declarar zonas de prohibición para nuevas explotaciones, mediante resolución fundada en la protección del acuífero...Las zonas que correspondan a acuíferos que alimenten vegas y los llamados bofedales de las Regiones de Tarapacá y de Antofagasta se entenderán prohibidas para mayores extracciones que las autorizadas, así como para nuevas explotaciones sin necesidad de declaración expresa.” 

Por último, el Artículo 64 señala que “la autoridad deberá dictar una nueva resolución sobre la mantención o alzamiento de la prohibición de explotar, a petición justificada de parte, si así lo aconsejan los resultados de nuevas investigaciones respecto de las características del acuífero o la recarga artificial del mismo.”

Por lo tanto el Código de Aguas pone bajo la protección oficial de la DGA a los acuíferos que alimentan las vegas y bofedales del norte del país. 

De esta forma la demanda ambiental asociada a la preservación de vegas y bofedales en el norte, que de acuerdo al inventario realizado por la DGA compromete a 300 unidades de este tipo, significa una limitación importante de los recursos explotables de esas regiones.

La Resolución Nº 186/96, establece en el Artículo 5 d) que a la solicitud de exploración se deberá acompañar un informe de las medidas y previsiones adoptadas para el debido resguardo del entorno ecológico y la protección de los acuíferos durante las labores de exploración. 

El Artículo 10, por su parte, establece que la DGA podrá poner término a un permiso de exploración en caso de incumplimiento de las condiciones establecidas en la resolución de concesión del permiso. 

El Artículo 12, inciso 2, señala que en el caso de solicitudes de exploración que comprendan total o parcialmente áreas de bienes nacionales que se encuentren en trámite para ser incorporados al SNASPE, la DGA deberá recabar la autorización previa del Ministerio de Bienes Nacionales.

Por último, el Artículo 32 b) indica que la DGA declarará zona de prohibición para nuevas explotaciones cuando se haya comprobado la contaminación del acuífero como consecuencia del nivel de explotación existente.

2.2.4 LEGISLACIÓN RELACIONADA CON LA EXTRACCIÓN DE  ÁRIDOS, Y PROTECCIÓN DE CAUCES

La legislación relacionada con el manejo de cauces, la extracción de áridos y el deslinde de riberas de aquellos terrenos vecinos a los ríos, se encuentran contenidas en diversas leyes y decretos, algunos de los más relevantes cuerpos legales, competen al Ministerio de Bienes Nacionales, al MOP y a las Municipalidades respectivas.


En el caso de la extracción de áridos, la Dirección General de Obras Públicas –DGOP- del MOP (Ley Nº 11402) tiene la responsabilidad de identificar las zonas afectas a ser explotadas para áridos, y aquellas que se encuentran prohibidas para este tipo de actividades. Sin embargo, las solicitudes de proyectos para explotar algún área determinada del cauce se presenta a la Municipalidad respectiva (Ley Nº 16582), la cual deriva el proyecto para su aprobación técnica al Departamento de Obras Fluviales del MOP (Ley Nº 18373), quien elabora un informe sobre su pertinencia. Una vez aprobada la solicitud, técnica como legal, y una vez que el proyecto se está implementando corresponde a la Municipalidad la función de fiscalizar la extracción de áridos, y de velar por que se cumpla de acuerdo al plan previsto.

Comentario: 

Algunos aspectos puntuales sobre el manejo y explotación de áridos en la cuenca del Elqui, manifiestan el escaso control que se tiene a las condiciones en que fueron autorizadas, y por otra parte, la explotación clandestina de los cauces. 

Respecto a las defensas fluviales, es competencia del MOP estudiar, proyectar, construir y conservar las obras tendientes a proteger terrenos y poblaciones contra crecidas de corrientes de aguas y regularización de las riberas y cauces de ríos y de otros cuerpos de agua (Ley Nº 11.402, DFL Nº 850 y Decreto Nº 294 del MOP). Además, en el caso de la invasión de cauces, corresponde al Ministerio de Bienes Nacionales regularizar las situaciones en que la caja del río se ve afectada, pues según lo dispuesto en el DS Nº 609, es este Ministerio quien fija los deslindes correspondientes al cauce y a la propiedad privada.

Comentario:

Cabe indicar que los proyectos de defensas fluviales en la cuenca del río Elqui, se cruzan con las invasiones de cauces y de conos de deyección, por actividades como la agricultura y en algunos casos más puntuales, por la localización de poblaciones en tales zonas.

Además, se requiere fortalecer las capacidades fiscalizadoras de las instituciones a nivel regional, que permitan mejorar la acción que llevan a cabo. En algunos casos también se requiere elaborar nuevos cuerpos legales que mejoren la solicitud y ejecución de proyectos tanto de deslinde de cauces, como de extracción de áridos.

2.2.5 LEGISLACIÓN RELACIONADA CON LA MINERÍA 

En general, el Ministerio de Minería tiene todo un cuerpo legal adecuado a sus funciones, y que van desde  aspectos normativos tales como el fomento de la minería, el abastecimiento de materias primas a la industria nacional y la protección de las riquezas mineras chilenas, hasta competencias de tipo resolutivo, de ejecución, de fiscalización y de control, sancionadoras y otras (DFL Nº 302/60, Código de Minería ).

El Ministerio de Minería no es la única institución que tiene competencias y atribuciones fiscalizadoras en torno a la investigación y ejecución de proyectos mineros, también participan otras instituciones, tales como las Gobernaciones, las Municipalidades, ENAMI, los Ministerios de Agricultura y de Salud, el Servicio Nacional de Pesca, y Servicio Nacional de Geología y Minería –SERNAGEOMIN- (Código de Minería  Artículos 15 y 17 y otros).

Específicamente en cuanto a la protección del medioambiente, compete a las Gobernaciones y a los Municipios la autorización de las actividades de búsqueda de yacimientos minerales, y de explotación de yacimientos en zonas cercanas a la captación de aguas (Código de Minería Artículos 15 y 17). Por otra parte, el Ministerio de Agricultura debe establecer medidas tendientes a evitar o impedir la contaminación de esta actividad, el Ministerio de Salud a evitar las contaminaciones de poblados por las actividades mineras (DL Nº 3557/80), y SERNAPESCA a autorizar los sistemas de depuración de residuos de las industrias y del lavado de minerales, para ser tratados antes de ser arrojados al río o a los lagos (DS Nº 1584/34).

Comentario :

El Ministro de Minería tiene en cartera un borrador de Proyecto de Ley que contemplaría la elaboración de un reglamento para los casos de abandono de yacimientos minerales. La presentación al SEIA del Proyecto de tranque de relaves Socorro Nº 6, Planta Talcuna en la cuenca alta de Elqui representa el primer plan de abandono en Chile.
2.2.6 LEGISLACIÓN RELACIONADA CON LA DIVERSIDAD BIOLÓGICA

El estatuto fundamental que rige la protección de la diversidad biológica bajo una conceptualización global está constituido por el Convenio sobre la Diversidad Biológica, el cual fue ratificado por Chile y promulgado como Ley de la República mediante Decreto Supremo Nº 1.963, de 28.12.94, de Relaciones Exteriores, D. Of.: 06.05.95. Hay otros convenios internacionales también vigentes, pero que abordan algunos aspectos o dimensiones parciales, tales como los siguientes:

· Convención sobre zonas húmedas de importancia internacional especialmente como hábitat de las aves acuáticas (Irán, 1971) 
· Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres.;
· Convenio sobre la Conservación de Especies Migratorias de la Fauna Silvestre;

· Convención para la Protección de la Flora, la Fauna y las Bellezas Escénicas Naturales de América;

· Convención para la Protección del Patrimonio Mundial Cultural y Natural. 

Junto con estas fuentes de derecho internacional, Chile ha dictado diversas normas que están asociadas a la conservación de la diversidad biológica. Esta normativa se relaciona con la protección y regulación del uso racional de recursos de flora y fauna, protección de ecosistemas y regulaciones asociadas a los recursos genéticos. Por otra parte, no existe cuerpo legal alguno que se haga cargo de la protección jurídica de la diversidad biológica de manera explícita, específica y orgánica. Sólo existen normas de carácter sectorial más o menos dispersas y desarticuladas. La mayor aproximación desde una perspectiva global está contenida en la Ley Nº 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

Por otra parte, la Convención incluye diversos compromisos de largo alcance relacionados con la “conservación” de la biodiversidad y el “uso sustentable” de sus componentes, tales como los que se detallan a continuación:

Los compromisos contraídos con el Convenio sobre la Diversidad Biológica, son :

· En el ámbito de la planeación estratégica: En Chile no existe una correlación directa con los aspectos normativos. Sin embargo, Conama ha venido trabajando en la elaboración de una propuesta estratégica para la conservación de la Biodiversidad, que aún no se concreta. 

· En el ámbito de la identificación y seguimiento de componentes de biodiversidad:  La Ley Nº 19.300 contribuye en el ámbito de la identificación de componentes relevantes para la conservación de la Biodiversidad, sin embargo falta dictar el reglamento ad hoc, para clasificar las especies de flora y fauna silvestre.
· En el ámbito de la Conservación in situ:  Esta es una de las materias centrales de la Convención:

· En materia de áreas silvestres protegidas: la Ley Nº 19.300, dispone, en el artículo 34, que el Estado administrará un Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas. Esta disposición reitera conceptualmente anteriores mandatos legislativos. Sin embargo se debe resolver qué ocurrirá con la Ley Nº 18.362 que crea el Sistema Nacional de Áreas Silvestres protegidas, que aún no entra en vigor. Por otra parte, existen incongruencias tales como lo relativo a la posibilidad de ejecutar labores mineras al interior de estas áreas.

· En el ámbito de protección de la fauna: Existen aspectos de la legislación que deben ser revisados, tales como: el régimen de apropiación de los especimenes de fauna silvestre contenido en el Código Civil discurre sobre la base de una concepción que ve en ellos bienes “patrimoniales”; en cuanto a la protección de especies endémicas respecto de las migratorias y de los invertebrados terrestres, en los cuales el aspecto normativo es claramente deficiente. Y en materia de clasificación de las especies de acuerdo a su estado de conservación es escasa, y se remite al Art. 37 de la Ley Nº 19.300, y que debe armonizarse lo dispuesto en la Ley de Bases con el nuevo texto de la Ley de Caza.
· En el ámbito de protección de la flora: existen aspectos que deben revisarse y mejorarse en nuestra legislación tales como : la no regulación relacionada con las plantas herbáceos, y en cuanto a las plantas arbóreas arbustivas o herbáceas de carácter endémico. Debe revisarse la vigencia de una serie de textos reglamentarios relacionados con la corta y explotación de ciertas especies de la flora arbórea nativa (el Ulmo y el Tineo, la Palma chilena, la Llareta, y otras especies)

· En el ámbito de los Planes de manejo de recursos naturales: usado en el ámbito forestal, de acuerdo al DL Nº 701, el que manifiesta una preocupación preferente por la conservación del bosque nativo, que constituye un aporte a la protección de los componentes arbóreos y arbustivos autóctonos. Este instrumento, con una conceptualización diferente, está previsto en cuanto a las actividades de pesca y acuicultura. Finalmente, se incluye el concepto de plan de manejo en la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

· En el ámbito de los mecanismos para la protección de ecosistemas hídricos y lacustre: En Chile, la legislación apunta a la protección de los aspectos “cuantitativos” de las aguas, tales como la conservación de caudales; y sus aspectos “cualitativos”, orientados al control de la contaminación. Esta legislación es adecuada.

· Relacionados con la Conservación ex situ: La legislación contiene vacíos normativas en aspectos de conservación ex situ tales como: los bancos de genes; los bancos de semillas; los bancos de espermas y óvulos; las colecciones in vitro de tejidos de plantas y cultivos microbianos; la reproducción en cautiverio de animales; los zoológicos, acuarios, centros de recursos microbianos, los jardines botánicos, etc. En lo concerniente a la internación de especies hidrobiológicas, el estatuto se encuentra en la Ley General de Pesca y Acuicultura,  sin embargo la Ley de Bases no considera este tema.
· Relacionadas con mecanismos de Incentivos: fundamentalmente se encuentra en la Ley de Bases en cuanto a “fomentar e incentivar la creación de áreas silvestres protegidas de propiedad privada”.
· Relacionados con la Evaluación del impacto y reducción al mínimo del impacto adverso: La Ley 19.300 no incluye lo relacionado con la introducción al país de especimenes vivos de flora o fauna exóticas; ni con el traslado de especimenes vivos de flora o fauna nativas ajenos a la composición de los ecosistemas a los que son llevados, lo que, en el caso de los ecosistemas insulares, por ejemplo, ha dado lugar, prácticamente sin excepciones, a graves desequilibrios ecológicos.
· Relacionados con el acceso a los recursos genéticos: En general presenta vacíos, especialmente en lo relacionado con el régimen de acceso a los recursos genéticos.

· Relacionados con la protección de Zonas Húmedas de Importancia Internacional: especialmente como hábitats de aves acuáticas, suscrita en Ramsar. Mediante DL Nº 3.485. sin embargo,  Constituye una cuestión pendiente, individualizar estos ambientes o ecosistemas especiales dentro de las actuales categorías de manejo de áreas protegidas
En cuanto al estado de nuestra legislación, la Constitución solo alude a la diversidad biológica en forma indirecta, al imponer al Estado el deber constitucional de "tutelar la preservación de la naturaleza"; al disponer que la ley podrá establecer restricciones específicas al ejercicio de determinados derechos o libertades "para proteger el medio ambiente", y al señalar como uno de los contenidos de la función social de la propiedad lo que se encuentre exigido por "la conservación del patrimonio ambiental". Este tratamiento constitucional contrasta con el tratamiento brindado a los componentes ambientales minerales e hídricos, respecto de cuyo dominio y apropiación existen normas específicas en la Constitución.

En conclusión se puede indicar que es un desafío de la legislación lograr, pese a la dispersión entre instituciones, y de las interrelaciones entre los distintos componentes de la biodiversidad, mejorar la actual normativa según los vacíos identificados anteriormente.
2.2.7 Legislación relacionada con la contaminación por agroquímicos

Los efectos negativos del uso de agroquímicos, plaguicidas fundamentalmente, se centra en el sistema de aplicación de los mismos, ya que el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG), organismo del Ministerio de Agricultura, responsable de la protección agrícola y pecuaria del país, norma y fiscaliza el uso de estos insumos agrícolas; además, el desarrollo agrícola de la cuenca se funda en productos de exportación (uva de mesa, vinífera, frutales y hortalizas) por lo que los agroquímicos utilizados son los permitidos a nivel internacional, especialmente en Europa y Estados Unidos.

En efecto el SAG es la autoridad oficial responsable de reglamentar y controlar las actividades relacionadas con la fabricación, importación, distribución, venta y uso de plaguicidas agrícolas en Chile (Decreto Ley Nº 3557 de 1980).

Para realizar sus funciones ha desarrollado diversas normativas  como es lo referente a  "autorización de plaguicidas de uso agrícola y derivados de ella" y sobre "el etiquetado y clasificación toxicológica de los productos fitosanitarios", que han servido para prohibir la fabricación, importación, venta y uso de plaguicidas cuestionados en razón del riesgo para las personas y el medio ambiente. 

Respecto a las atribuciones que le entrega la Ley  para fiscalizar y controlar el uso de los plaguicidas recién se comienza a implementar puntualmente, al igual que el monitoreo  de los cursos de agua para certificar la calidad agrícola de las mismas. Para ello creó, el año recién pasado, el SubDepartamento de Plaguicidas y Fertilizantes, dependiente del Departamento de Protección Agrícola

Esta unidad está desarrollando un estudio para acotar la información referida a cantidades, épocas y ubicación de las ventas de los plaguicidas para mejor orientar la fiscalización de su uso y aplicación. 

Con la información disponible, podemos decir que el uso de los plaguicidas ha venido creciendo en el curso de los últimos 6 años, como se desprende de los volúmenes importados en el período 1995 - 2000 en que se incrementó en un 44,3% (Ver Anexo J).

Según un estudio de este SubDepartamento de Plaguicidas y Fertilizantes del SAG, relacionado con las ventas de este insumo en el segundo semestre de 1998, se observa que en la IV. Región, en que se ubica la cuenca del río Elqui, las ventas fueron del orden de las 763,2 toneladas, equivalentes a un 5,7% de las ventas nacionales (Ver Anexo J). 

Los ingredientes activos de estos plaguicidas agrícolas más importantes lo constituyen el Azufre y el Aceite mineral, con porcentajes de participación a nivel nacional de alrededor del 18% cada uno, seguido del Ácido Giberélico con un 7,27%. Se puede apreciar, entonces, que los productos utilizados como insumos agrícolas  son de muy baja toxicidad.

Por último, debemos decir que el Ministerio de salud ha iniciado un Programa de Vigilancia de Residuos de Pesticidas en Alimentos a nivel nacional, lo que permitirá implementar políticas para mitigar los efectos comentados del uso y aplicación de estos agroquímicos. En el Cuadro Siguiente se entrega un listado de pesticidas prohibidos Cuadro Nº 3:

 Cuadro Nº 3

LISTA DE INGREDIENTES ACTIVOS PROHIBIDOS



PRODUCTO
RESOLUCION
AÑO



MONOFLUOROACETATO DE SODIO
N°1.720
1982

DDT
N°    639
1984

DIBROMURO DE ETILENO
N°    107
1985

DIELDRIN
N° 2.142
1987

ENDRIN
N° 2.142
1987

HEPTACLORO
N° 2.142
1987

CLORDAN
N° 2.142
1987

ALDRIN
N° 2.003
1988

DAMINOZIDE
N° 1.573
1989

SALES DE MERCURIO
N°    996
1993

MEVINFOS
N° 3.195
1994

2,4,5-T
N° 2.179
1998

CLODIMEFORM
N° 2.179
1998

TOXAFENO O CANFECLOR
N° 2.179
1998

LINDANO
N° 2.180
1998

PARATION ETILO Y METILO (1)
N°    312
1999

PENTACLOROFENOL
N° 2.226
1999

Fuente SAG-MINAGRI

(1)excepto formulaciones suspensiones de cápsula

2.2.8 Relación entre la legislación ambiental chilena y las normativas del Banco Mundial 

De la descripción de la legislación y normativa ambiental vigentes en el país, se puede indicar que ellas contienen en general, los elementos suficientes para compatibilizar la ejecución del PMRH con los criterios y normas ambientales en uso por el Banco Mundial para definir el financiamiento y ejecución de estos proyectos (Según Anexo I).

2.3 INSTITUCIONALIDAD EN RELACIÓN AL MANEJO DE LOS RECURSOS HÍDRICOS

En términos generales, la institucionalidad chilena está basada en la concepción de un Estado subsidiario, que no realiza aquellas tareas que pueden desarrollar los privados, y que orienta su acción a las tareas reguladoras, de fomento y  desarrollo en aquellas áreas que los privados no pueden asumir, y en una importante labor de promoción de la equidad social, ámbito en el cual su papel resulta fundamental.

En este marco general, el Estado asume las siguientes funciones:

· Investigar y medir los recursos hídricos a través del Servicio Hidrométrico Nacional (SHN) y generar las bases de datos que permitan la gestión informada del recurso hídrico.

· Regular el uso del recurso hídrico, evitando el menoscabo de los derechos de terceros, su sobre-explotación y la sustentabilidad medio ambiental. Para ese propósito se debe analizar la concesión de los nuevos derechos de aprovechamiento y el otorgamiento de variadas autorizaciones (vertidos, construcción de obras, cambios en los puntos de extracción de las aguas, etc.).

· Regular los servicios asociados a los recursos hídricos (agua potable, hidroelectricidad) y promover las condiciones para su desarrollo económicamente eficiente. Considerando el carácter de monopolio natural de los servicios sanitarios y del abastecimiento eléctrico, el rol estatal se orienta en estos casos principalmente a garantizar la calidad de los servicios y a definir su tarifa.

· Conservar y proteger los recursos hídricos en un marco de desarrollo sustentable, a través de los mecanismos que establece la Ley de Bases del Medio Ambiente, el Código de Aguas y otras normativas sectoriales.

· Apoyar la satisfacción de los requerimientos básicos de los sectores más pobres de la población; para lo cual se ha implementado el subsidio directo al consumo de esos grupos y al desarrollo de programas de agua potable rural.

· Promover, gestionar y, en la medida que existen beneficios sociales, apoyar el financiamiento de obras de riego y de las grandes obras hidráulicas que debido a su complejidad no existe posibilidad que sean asumidas por los privados.

Por su parte, los particulares tienen las siguientes responsabilidades.

· En el caso de empresas (industria, minería, energía hidroeléctrica, agua potable), el rol es estudiar, financiar, decidir y llevar adelante los proyectos de desarrollo asociados al agua. En este proceso los derechos de aprovechamiento son parte de su activo comercial y el agua se puede considerar como un insumo a la actividad productiva.

· Es tarea de los privados, estructurados en organismo de usuarios, es la distribución de los recursos hídricos de acuerdo a los derechos de cada cual y la mantención de las obras de aprovechamiento común.

2.3.1 INSTITUCIONALIDAD ESTATAL

2.3.1.1 Nivel nacional


Desde la perspectiva de la institucionalidad estatal las características más destacables de la situación en Chile, son:

· La concentración en una sola institución, la DGA, las tareas de medición, investigación y de administración de recursos hídricos, que competen al Estado. Ello tiene la enorme  ventaja de orientar la evaluación de recursos hídricos hacia las necesidades más urgentes de la toma de decisiones por parte de la autoridad y de los usuarios.

· La ubicación, de las tareas de regulación del recurso hídrico y de la protección ambiental (DGA, CONAMA) en una posición independiente de los organismos de gobierno que atienden a un sector usuario específico (SISS, Departamento de Obras Hidráulicas (DOH), Comisión Nacional de Riego (CNR), etc.).

· Otorga un enfoque multisectorial al tema ambiental relativo a los recursos hídricos, en el marco de la Ley de Bases del Medio Ambiente.

· La separación institucional de las distintas funciones que desarrolla el Estado, distinguiendo en especial entre:

· La regulación del recurso hídrico en sí mismo (DGA).

· La protección y conservación ambiental (CONAMA; DGA; DIRECTEMAR).

· La regulación de los servicios prestados (SISS; Comisión Nacional de Energía –CNE-).

· Las labores de desarrollo y fomento (CNR; DOH).

· Las labores de apoyo a los sectores más pobres, a través del Fondo de Solidaridad Nacional, implementado a través del Ministerio de Planificación Nacional, INDAP y Municipalidades.

· Fiscalización y control de la calidad del recurso en sus fuentes naturales (DGA, DIRECTEMAR).

· Fiscalización y control de la calidad de las aguas para fines específicos tales como los Servicios de Salud, SAG; Servicio Nacional de Pesca, Subsecretaría de Pesca.

· Fiscalización y control de efluentes (SISS, Servicios de Salud).

Sin embargo, es necesario destacar las desventajas más importantes de la institucionalidad antes descrita: 

· La  tarea de fiscalización y vigilancia de la calidad de las aguas se encuentra entregada a diversas instituciones haciendo que  esta labor sea muy dispersa y carente de la fuerza necesaria. Como así mismo los recursos destinados a este objetivo no son suficientes para lograr un control adecuado.

· En el sector público la aplicación de las facultades existentes no es completa por falta de recursos u otras limitaciones (duplicidad, capacidad técnica, etc.)

· La  carencia dentro del modelo institucional de instancias de integración de los instrumentos sectoriales favorece la generación de ineficiencias, impactos ambientales y conflictos

· Gestión  independiente de los aspectos relativos a la calidad y a la cantidad de las aguas, lo cual se contrapone a la interdependencia sustantiva que existe entre las cargas contaminantes y los caudales de dilución.

· Ausencia de un escenario institucional adecuado para el desarrollo de iniciativas de uso múltiple del recurso hídrico, existiendo usos exclusivamente para fines sectoriales (los pocos proyectos de uso múltiple existentes tienen su origen en acuerdos de hace más de 25 años atrás).

· Análisis sectorial de los aspectos relativos al uso del suelo, cobertura vegetal y recursos hídricos, resultando en consecuencia muy difícil la concreción de iniciativas orientadas a controlar problemas tales como la erosión, la degradación de suelos, modificación del patrón de escorrentía, la salinización de las aguas y su contaminación difusa por actividades agrícolas.

· Falta de integración entre políticas orientadas a la oferta de los recursos hídricos (constitución de nuevos derechos de agua, construcción de obras de infraestructura, etc.) y aquellas que se refieren a la gestión de la demanda ( uso doméstico, hidroelectricidad, etc.).

· En general se puede concluir que es necesario fortalecer y coordinar la acción de los servicios públicos vinculados al recurso hídrico para mejorar la aplicación de las funciones otorgadas (municipios, obras fluviales, policía y vigilancia, etc.), como también  posibilitar un manejo más integrado del recurso.

En cuanto a las deficiencias detectadas en la organización de los particulares y su relación con el sector público es posible destacar:

· Administración de los recursos hídricos por parte de los usuarios a nivel de secciones (o tramos) de ríos y no a nivel de cuencas, lo cual limita fundamentalmente la posibilidad de abordar tareas en materias relacionadas con el aprovechamiento y calidad del recurso que por naturaleza propia afectan al conjunto de las secciones.

· Faltan instancias que permitan una mayor participación de los usuarios, municipalidades y de cualquier ciudadano en la identificación apropiada de los problemas en general y los ambientales en particular, otorgar prioridades y armonizar o concordar las acciones a desarrollar.

2.3.1.2 Ministerio de Obras Públicas y Procedimientos ambientales:

El MOP tiene un manual de EIA (Anexo A) que se aplica a todas las obras públicas. Además, la DOH utiliza un manual de especificaciones ambientales (Anexo B) durante la etapa de construcción de las obras hidráulicas.

2.3.1.3 Nivel Regional de la IV Región y comunas del Elqui

A nivel regional la institucionalidad pública se centra en el Gobierno Regional, en el cual se asignan prioridades y se otorgan los fondos regionales (FNDR, ISAR, convenios de programación, etc.). El Gobierno Regional es dirigido por el Intendente, cuyas funciones son las de formular y proponer las estrategias, elaborar los presupuestos de desarrollo para ser presentados al Consejo Regional, quien finalmente aprueba las estrategias, planes, políticas y presupuestos de desarrollo regional. Participan en el Gobierno Regional las direcciones regionales de las instituciones nombradas antes en el capítulo 1.4.1., además de instituciones de otros ministerios tales como el SAG, CONAF, etc, los cuales participan a nivel de la COREMA.

A nivel comunal, las municipalidades tienen ingerencia respeto del manejo de cauces o del agua en cuanto a la instalación de agua potable rural, y en otros aspectos tales como la fiscalización relacionada con la extracción de áridos, y los permisos correspondientes en cuanto a la localización de poblaciones se refiere.


2.3.2. INSTITUCIONALIDAD PRIVADA

Entre las instituciones del ámbito privado y relacionadas a su vez con el recurso hídrico se tienen las Juntas de Vigilancia, las Asociaciones de Canalistas, ESSCO, y algunas asociaciones gremiales con representación regional.

2.3.2.1 Juntas de Vigilancia

2.3.2.1.1 Del Río Elqui y sus afluentes, 117 canales : Cuenta con programa de fortalecimiento de las organizaciones de regantes desde 1998 debido a la construcción de embalse Puclaro. Según los profesionales que implementaron este programa a pesar de los avances logrados a la fecha, la Junta de Vigilancia aún tiene que enfrentar conflictos no resueltos con otros partícipes de la cuenca, tanto del sector público como privado.

A esta Junta de Vigilancia además de organizaciones de regantes se ha sumado la empresa de agua potable ESSCO con un representante en el Directorio, lo cual es una experiencia significativa de coordinación entre distintos usuarios del agua (para riego y para consumo humano).

2.3.2.1.2 Del Estero Derecho y sus afluentes: está constituido por 21 canales, presenta un nivel de desarrollo menor como organización que la Junta de Vigilancia del río Elqui, puesto que no cuenta con equipo profesional significativo.

2.3.2.2 Asociación de Canalistas

El río Elqui se encuentra organizado casi en su totalidad, existiendo Asociaciones de Canalistas o Comunidades de Agua en cada uno de sus canales (15 en total en el Estero Derecho y 92 en el río Elqui). 

El número total de regantes del sector corresponde a 4.000. Un 88% de los regantes del valle son propietarios de sus tierras, lo que mejora sus posibilidades a acceso a financiamiento o subsidios por parte del estado

En cuanto a las deficiencias detectadas en la organización de los particulares y su relación con el sector público es posible destacar que la administración de los recursos hídricos por parte de los usuarios a nivel de secciones (o tramos) de ríos y no a nivel de cuencas, limita fundamentalmente la posibilidad de abordar tareas en materias relacionadas con el aprovechamiento y calidad del recurso que por naturaleza propia afectan al conjunto de las secciones. Y por otra parte, faltan instancias que permitan una mayor participación de los usuarios, municipalidades y de cualquier ciudadano en la identificación apropiada de los problemas en general y los ambientales en particular, otorgar prioridades y armonizar o concordar las acciones a desarrollar.
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� Art. 60, Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental: “Las medidas de compensación tienen por finalidad producir o generar un efecto positivo alternativo y equivalente a un efecto adverso identificado. Dichas medidas se expresarán en un Plan de Medidas de Compensación, el que incluirá el reemplazo o sustitución de los recursos naturales o elementos del medio ambiente afectados, por otros de similares características, clase, naturaleza y calidad.”


Art. 62: “Las medidas de reparación y compensación sólo se llevarán a cabo en las áreas o lugares en que los efectos adversos significativos que resulten de la ejecución o modificación del proyecto o actividad, se presenten o generen.”


� Art. 8 Reglamento SEIA: “ A objeto de evaluar si el proyecto o actividad genera reasentamiento de comunidades humanas, se considerará el desplazamiento y reubicación de personas que habitan en el lugar de emplazamiento del proyecto o actividad, incluidas sus obras y/o acciones asociadas.”


� Art.8 Reglamento SEIA: “ Asimismo, a objeto de evaluar si el proyecto o actividad, incluidas sus obras y/o acciones asociadas, en cualquiera de sus etapas, genera alteración significativa de los sistemas de vida y costumbres de grupos humanos, se considerarán: a) índices de población total, distribución urbano rural, de población económicamente activa, de distribución según rama de actividad económica, y/o de distribución por edades y sexo; b) realización de ceremonias religiosas u otras manifestaciones propias de la cultura o del folclore del pueblo, comunidad o grupo humano; c)presencia de formas asociativas en el sistema productivo, o el acceso de la población, comunidades o grupos humanos a recursos naturales; d) acceso de la  población, comunidades o grupos humanos a los servicios y equipamientos básicos, o e) la presencia de población, comunidades o grupos humanos protegidos por leyes especiales."
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